TERCERA PARTE VIDAS FLEXIBLES Y MULTIACTIVAS: LAS
DIMENSIONES DEL PODER SOCIAL
Hubo una  vez, hace ya unos  años, en que  un amigo cercano hacía cola en una empresa de trabajo temporal. Lo habían citado a primera hora  de la tarde. Era ya la época de los pedacitos de empleo, de la discontinuidad y los currículos. Decenas y decenas de currículos. Esperaba sentado escuchando música a través de los auriculares. A mi amigo le gustó siempre el flamenco. Es hombre de peñas flamencas y aventuras musicales varias. Mi amigo esperaba paciente, pero bien consciente de lo que es una ETT. Había mucha gente. Por alguna razón, la cosa iba muy lenta. Fueron pasando los minutos y las horas. A los que habían llegado en último lugar ya les decían que, por favor, se marcharan y volvieran otro día. Anochecía. Las personas convocadas seguían desfilando: entraban en un despachito y salían pasados unos minutos. Demasiada gente, demasiadas horas. A mi amigo le iba subiendo la bilirrubina. Finalmente, con los niveles flemáticos ya a la altura de los pies, oye su nombre y entra en el despacho. Un hombrecillo sudoroso recoge unos documentos y, medio agachado, los archiva en un armario.
Todavía sin mirar a mi amigo, lo invita a sentarse. «Siéntate, a ver.»  Sigue con sus papeles. De golpe, se yergue y lo mira y, recostándose en la silla, va y le suelta: «A ver, y tú, ¿qué sabes hacer?». Mi amigo es muy paciente. Sabe escuchar y entender. Seguramente por ello, también sabe indignarse. Y yo no sé si fue la indignación, la capacidad de escucha o un sorprendente sentido de la proporción que siempre ha exhibido, pero el caso es que no pudo hacer otra cosa que lo que le pedía el cuerpo, que, bien mirado, era lo que la situación exigía. Ni corto ni perezoso, le contesta al hombrecillo: «Pues mire
usted, yo sé hacer esto». Se levanta, todo serio, se recoge un poco las mangas de la camisa, junta las palmas, mira al hombrecillo  muy  fijamente y, tras dar un tremendo zapatazo al suelo de la oficina, entona a pleno pulmón un
«iaaaaayyy!» que fue un quejío flamenco, pero que pareció un alarido de bestia a punto de ser degollada. Afuera, en el pasillo, se hizo el silencio. Acto seguido, se recolocó las mangas, se agachó para recoger la bolsa y el casco, y salió del despacho en dirección a la calle.
Moraleja: si no hemos perdido completamente ya el sentido de qué puede ser una vida (laboral) digna, de qué puede suponer trabajar con sentido, no podemos sino impugnar, si hace falta a través de quejíos y zapatazos, los procesos de asignación de tareas y empleos que se dan en nuestras sociedades
—cuando se dan: las crecientes bolsas de paro estructural tampoco pueden pasar inadvertidas—
¿Qué consideramos
«trabajo con sentido»? ¿Qué trabajos, en plural, estamos dispuestos a realizar? ¿En qué proporciones? ¿y en qué condiciones? Todos ellos son interrogantes que nos corresponde a nosotros contestar, lejos de la displicente arbitrariedad de supuestos «empleadores» que nos tratan como meros medios. No podemos bailar al son de los disparos a los pies que nos

hacen saltar, frenética y asustadizamente, de pedazo de actividad en pedazo de actividad. Esto no es vida. Y, por supuesto, esto tampoco es democracia. Capítulo 1
RENTA BÁSICA Y DEMOCRATIZACIÓN DE LOS TRABAJOS
Sí, estamos hablando de democracia. Pero ¿qué podemos entender por relaciones sociales democráticas en todo lo atinente al mundo del trabajo? En otros términos: ¿qué es la democracia económica? Entendamos aquí por democracia económica la capacidad individual y colectiva de decidir «qué hacer» en términos de producción, reproducción y participación en la vida comunitaria, sea cual sea la naturaleza legal de los espacios en los que actuamos —entornos administrados en régimen de propiedad privada,
proyectos cooperativos autogestionados, ámbitos gobernados por los poderes públicos, hogares, etc.—. Pero ¿qué conlleva esta idea de decidir qué hacer? Fundamentalmente, dos cosas: podemos  equiparar la democracia  económica a la capacidad, primero, de determinar en qué entornos de trabajo deseamos operar, lo que  implica definir, más allá de la cuestión de si existe remuneración en los mercados o no, qué entendemos nosotros y nosotras
por trabajo y por lugar de trabajo —¿es trabajo cuidar de una persona o escribir poesía?—, y segundo, a la facultad de elegir con quiénes deseamos trabajar, a qué ritmos, con qué frecuencias, para dar a luz a qué tipos de bienes (in)materiales y escenarios sociales, etc. (Casassas, 2016a).
En el extremo opuesto al quejío de mi amigo, que en el fondo era un amargo clamor en favor de una pizca de democracia económica, me topé hace poco con un anuncio pegado a una farola en el que se podía leer literalmente lo que sigue:
Señorita alemana joven y dinámica se ofrece para:
· Traducciones del alemán al español o catalán.
· Limpieza de casas, planchado.
· Limpieza de oficinas, otros comercios.
· Cuidado de niños.
· Pasear perros.
· Camarera o cocinera.
En total, me ofrezco para trabajar.
Si tienes algún trabajito para mí, llámame [a continuación aparecía el número de teléfono].
La pérdida del control sobre su propia  vida que exhibía la joven alemana del cartel, que literalmente mendigaba cualquier puesto de trabajo —y me guardo muy mucho de culparla por ello: isolo faltaría!—, era escalofriante. Puro sometimiento a la brutalidad que encierra el despotismo laboral capitalista. Frente a cualquier atisbo de democracia, abierta docilidad.
¿Podemos permitirnos esta colosal renuncia?
Como se irá viendo, nada de lo que aquí se plantea constituye un alegato
a favor de un mundo sin trabajo. Todo lo contrario: junto con los afectos, los trabajos, en plural, son aquello que puede dotar a una vida de verdadero sentido. Ahora bien, ello es así, claro está, cuando se trata de trabajos y de

afectos libremente escogidos. Pues hay formas de trabajo y de división de este que, como ocurre con ciertas relaciones «afectivas» malsanas, nada tienen que ver con una vida que podamos sentir como propia, sino todo lo contrario. Veamos por qué.
Convengamos que el trabajo puede definirse, en términos generales,
como aquel conjunto de actividades, remuneradas o no, que llevamos a cabo para satisfacer nuestras necesidades materiales y simbólicas, tanto individuales como colectivas.[l] Ahora bien, ¿cómo asignamos esas actividades? En otras palabras: ¿cuáles son los mecanismos y procedimientos de los que nos servimos para distribuir la carga de trabajo? En este punto, conviene establecer una distinción inequívoca entre división técnica del trabajo y división social del trabajo. Entendemos por división técnica del trabajo todo proceso de asignación de tareas —en la unidad productiva, en los hogares, etc.— que tome en consideración los deseos, destrezas, inclinaciones y aspiraciones de quienes han de realizarlas. Este tipo de división del trabajo, analizado y celebrado por Adam Smith (1981), da voz a los actores involucrados en el espacio de trabajo y conduce a resultados favorables tanto en términos de eficiencia —la especialización de los trabajadores permite un producto final de mayor calidad— como de satisfacción personal —un producto final de mayor calidad obtenido en entornos inclusivos donde hemos tenido voz y voto permite mayores  niveles de gratificación para todos los participantes.[2]
Pero del mismo modo que analiza y celebra la división técnica del trabajo, Adam Smith, como hará Marx en los Manuscritos económico-
filosóficos de 1844, examina y condena la división social del trabajo, que es
aquel proceso de asignación de tareas y actividades en función de la extracción social de los individuos: quienes menos tienen, los desposeídos, se hacen con los puestos y las labores más desagradables, menos gratificantes, y la relación de dependencia socioeconómica que mantienen con respecto a quienes los contratan los obliga a acatar las estipulaciones y procedimientos que estos tengan a bien disponer. Y a callar, que por algo nos dejaron sin puerta de salida.
Lo problemático del asunto, aseguran tanto Marx como Smith, es que
tales procesos de asignación de actividades acarrean graves dificultades tanto para los individuos como para la sociedad en su conjunto. En primer lugar, quienes han tenido que aceptar tareas impuestas por la necesidad que sigue a la desposesión —quienes, en este sentido, llevan a cabo «trabajo forzado» por las distintas formas de coacción a las que nos hallamos sometidos (Marx, 1975)— ven cómo su libertad se evapora a diario: la sartén no tiene más que un mango, y no hay modo de agarrarlo, o tan solo muy parcialmente. Pura dependencia de arbitrio  ajeno. En segundo lugar, tener que aceptar actividades no escogidas, sino pensadas y asignadas por otros, equivale muy
a menudo a «perder la visión de conjunto» (Smith, 1978), a no saber qué se está haciendo ni por qué, a dejar de ser quien se es o se trata de ser, a no reconocerse ni en el trabajo que se realiza ni en sus frutos; en última instancia, a vivir «alienado», lejos de toda posibilidad de autorrealización (Marx, 1975; Smith, 1978, 1981). En tercer lugar, la división social del trabajo

conlleva dosis titánicas de ineficiencia. La desposesión capitalista genera ineficiencia porque aparta a los trabajadores de aquellas actividades en las que más y mejor pueden aportar y los confina en espacios donde difícilmente serán capaces de desplegar sus talentos y capacidades creativas. En efecto, existen cantidades ingentes de trabajo productivo y de utilidad para la sociedad, de trabajo que aporta valor, que quedan sepultadas por la necesidad, por parte de las clases trabajadoras, de cazar al vuelo y «aceptar» el puesto de trabajo que se les «ofrece». [3]
Ni que decir tiene, la división sexual del trabajo —esto es, el proceso  por el cual se asignan trabajos de cuidados a las mujeres, en la opacidad de las
esferas domésticas, por el simple hecho de ser mujeres— y la división racial o étnica del trabajo —es decir, el conjunto de mecanismos de sujeción material y simbólica que hacen que las personas procedentes de territorios históricamente colonizados, así como sus descendientes, ocupen los puestos de trabajo menos valorados socialmente— presentan los mismos problemas que se acaban de observar. Sin ir más lejos, John Stuart Mill ya advirtió el oneroso desaprovechamiento de competencia técnico-productiva y de potencial de participación en la vida cívico-política que conllevaba una división del trabajo que relegaba a las mujeres a la esfera doméstica, una esfera doméstica en la que, por si fuera poco, tampoco podían alzar demasiado la voz (Miguel, 2011).
Los procesos de asignación de tareas y actividades, pues, no pueden basarse en mecanismos que, como un rodillo que gira y gira y tritura cualquier intento de articular y desplegar un proyecto de vida propio, aniquilan la libertad de las clases populares, desposeídas como están de los medios necesarios para una existencia digna. Los procesos de asignación de
tareas y actividades, remuneradas por los mercados o no, han de apuntar a la posibilidad, puesta al alcance de todos y todas, de hacer lo que nos gustaría hacer para tratar de ser algo que se aproxime a aquello que nos gustaría ser, con quienes nos gustaría estar y del modo en que  nos gustaría vivirlo. De ahí el interés de la propuesta de la renta básica: contar con un flujo de recursos monetarios conferidos ex ante, incondicionalmente, nos capacita para aguantar la mirada a aquellos con quienes negociamos repartos  de trabajo(s) y favorece el despliegue individual y colectivo de vidas libres y, por ende, vivibles.
Pero esos recursos han de llegar a todos y todas[4] de manera
incondicional,
«predistributivamente». Si no, pierden el potencial
emancipatorio que se les otorga. Más allá de las ventajas de tipo «técnico» que la renta básica presenta frente a los subsidios condicionados, ventajas que enseguida consideraremos, la propuesta de la renta básica contribuye a articular conjuntos de recursos que aspiran a consolidar la posibilidad de que todos y todas rechacemos relaciones sociales no deseadas y exploremos caminos ansiados, pero hasta ahora vedados por la necesidad material de someternos a tutela ajena. Hay muchos «noes» que afirmar para poder pronunciar y administrar con sentido los «síes» propios de una vida libre.
Pero vayamos paso a paso. Veamos primero cuáles son esas ventajas de tipo

técnico que asociamos a la renta básica. Enseguida volveremos a la cuestión del poder social que esta otorga (Wright, 2006a, 2006b) y a la de los efectos de dicho poder en términos de democratización de los trabajos.
Varias son las ventajas de tipo técnico que la renta básica presenta con respecto a los subsidios condicionados. Aquí nos ceñiremos solo a tres de ellas. Como podrá observarse, pese a tratarse de aspectos relacionados con el diseño y el funcionamiento técnico de los sistemas de transferencia de rentas, estas ventajas adquieren un significado político bien poco despreciable. [5]
En primer lugar, la renta básica destaca por su simplicidad
administrativa. En efecto, su funcionamiento requiere, simplemente, que las instituciones públicas hagan una transferencia mensual a la cuenta de todos los ciudadanos o residentes acreditados de un espacio geográfico determinado. Sobra decir que las dificultades que dicha tarea entraña nada tienen que ver con las que supone el tener que arbitrar todo un costoso sistema de controles de recursos y de comprobación de circunstancias sociales específicas. [6]
En segundo lugar, la incondicionalidad de la renta básica permite evitar la estigmatización de los perceptores de las rentas «de pobres» —o «de
enfermos» y demás «discapacitados», etc.—. Bien a menudo, desde el mundo del trabajo social se pone de manifiesto que uno de los problemas más acuciantes de los subsidios condicionados es la obligación a la que se enfrentan sus (potenciales) perceptores de tener que significarse, en las ventanillas de la Administración, como «incapaces», a veces incluso como
«culpables» de no haber sabido llevar una vida ordenada y exitosa. Volvamos a Ken Loach y pensemos en el Bob de Lloviendo piedras, un trabajador en paro del norte de Inglaterra que, fiel a sus costumbres católicas, hace lo indecible para lograr que el aparato burocrático de los servicios sociales atine a catalogarlo como «desheredado sin remedio» para, así, obtener unas pocas libras con las que comprar a su hija un vestido apropiado para el día de su primera comunión. Tal es el peso de este estigma social, que no son pocas las ocasiones en las que esos (potenciales) perceptores se niegan a hacer lo indecible y optan por renunciar al subsidio para no tener que dar excesivas explicaciones y someterse a humillantes controles y comprobaciones. [z]
En tercer lugar, la incondicionalidad de la renta básica permite que esta sortee el problema de la llamada trampa de la pobreza. Cuando somos perceptores de un subsidio condicionado, nos hallamos ante un fuerte desincentivo a la hora de buscar y realizar algún tipo de trabajo remunerado, pues ello implicaría la pérdida del subsidio. Sobra decir que sustituir una prestación monetaria por un salario bajo resultante de una ocupación precaria y alienante no parece la más sensata de las opciones, razón por la cual no pocas personas prefieren no buscar o aceptar esos empleos o hacerlo en la esfera de la economía sumergida. En cambio, un subsidio incondicional como la renta básica funciona como un suelo, nunca como un techo: la realización de trabajo remunerado no implica la pérdida de la prestación, con lo que el desincentivo a la actividad desaparece. Sencillamente, podemos ir acumulando ingresos procedentes de las fuentes que sean, y en caso de que tales ingresos superen ciertos umbrales, nos corresponderá ir aportando a la

sociedad a través del sistema impositivo. Por ello, Yanis Varoufakis (2016) animaba a «pensar la renta básica como unos cimientos, no como una mera red de salvación; como un suelo sobre el que levantarse con solidez y en el que coger impulso para asaltar los cielos». ¿Acaso no aspiran precisamente a eso los «sujetos electores libres» cuya presencia hemos visto que la tradición republicana ansía en todo momento?
Estas, pues, son algunas de las ventajas de la incondicionalidad de la
renta básica, una renta básica que, por todo ello, actúa como un mecanismo preventivo de la pobreza y de la exclusión, no como un dispositivo estrictamente curativo. Y, como se ha visto ya, prevenir la pobreza equivale a fortalecer la libertad, también en la esfera de los trabajos. Volvamos, pues, a la cuestión del «poder social» —a la cuestión del poder de negociación— que la renta básica otorga. Como señala Erik Olin Wright, «el capitalismo
bloquea la universalización de las condiciones para el florecimiento humano» (Wright, 2006b: 3), porque las grandes concentraciones de poder económico privado impiden procesos colectivos de toma de decisiones a través de los cuales todos podamos (co)determinar qué entendemos por trabajo con sentido y de qué modo queremos llevarlo a término. Es en este preciso sentido en el que el capitalismo muestra su faz más abiertamente antidemocrática.
Por ello, la renta básica, al desacoplar el trabajo del  ingreso —la renta básica se percibe con independencia de los tipos de trabajo, remunerados o no, que estemos llevando a cabo—, puede convertirse en una herramienta capaz de universalizar un «poder social» que se concrete en una mayor fuerza negociadora del trabajo frente al capital, así como en acrecentadas posibilidades para la desmercantilización de la fuerza de trabajo y para la extensión de toda una miríada de formas de economía social que, bajo las precarias condiciones de vida de la población trabajadora de hoy, cuesta poner en funcionamiento. Hacen falta puertas de salida. Hacen falta puertas de salida —de los mercados, de los hogares, etc.— para reiniciar la
interacción social sobre la base de acuerdos verdaderamente democráticos en los que todos podamos hacer oír —y hacer respetar— nuestra voz. Como se verá en el segundo capítulo de la cuarta parte, dicha capacidad de «salir» — muy especialmente, de salir de los mercados de  trabajo, de  desmercantilizar la fuerza de trabajo— será tomada como variable para medir los mayores o menores niveles de libertad y democracia de los que puedan gozar los actores sociales en la esfera económica —y, en particular, en la de los trabajos— Como afirma el propio Wright (2006b: 6), «el poder social dimana de la capacidad de la gente de movilizarse para emprender una acción colectiva orientada a la extensión, en la sociedad civil, de proyectos voluntarios y cooperativos de  naturaleza  bien diversa». Lo decíamos al principio: lo que está en juego no es otra cosa que elementales niveles de democracia real o efectiva, esa democracia que se expresa también en la esfera de los trabajos y a la que mi amigo punzante y flamencamente  apelaba en las instalaciones de la empresa de trabajo temporal.

Capítulo 2

¿PARA QUÉ QUEREMOS PODER DE NEGOCIACIÓN?
Pero ¿cuáles son las esferas en las que el poder de negociación que la renta básica lleva de la mano puede entrar en acción y expandir nuestra
libertad republicana? En otros términos, ¿de qué modos muestra tal poder de negociación su potencial democratizador en nuestra actividad cotidiana? El telón de fondo de lo que aquí se sugiere es que una estructura de derechos adecuada —y los paquetes de recursos incondicionales que de ella se derivan, renta básica incluida— nos dota del margen de maniobra necesario para ir autodeterminándonos en todos los ámbitos de nuestras vidas en los que desarrollamos algún tipo de trabajo.
Estructuras de derechos, sí. Los derechos  —y entre  ellos, los económicos y sociales—, por su propia naturaleza, aspiran a contradecir la dinámica expropiadora-desposeedora que hemos visto que el capitalismo arrastra consigo en todo momento. Pese a ciertos falsos mitos sobre el supuesto origen «burgués» de los derechos, incluida la Declaración Universal de los
Derechos Humanos de 1948, los derechos —los económicos y sociales, pero también los cívico-políticos— son una conquista de los movimientos sociales populares —en especial, del movimiento obrero— (Domànech, 2004). Ni el liberalismo ni el utilitarismo presente en el núcleo  de la corriente  principal de la ciencia económica contemporánea se sintieron cómodos ante los derechos, en los que veían una rémora que  entorpecía el libre funcionamiento de los supuestos automatismos de los mercados. Hay
derechos sociales, económicos y políticos —allá donde los hay—, porque  hubo y hay unas clases populares que se levantaron y se levantan para reivindicar
la universalización de la condición de ciudadanía. Hay derechos sociales, económicos y políticos —allá donde  los hay—, porque  la universalización de la ciudadanía exigía y exige blindar para todo el mundo, sin exclusiones, unas posiciones de invulnerabilidad social dimanantes de principios jurídicos que llevan consigo una garantía material que es preciso conquistar y mantener, si hace falta de forma conflictiva —garantizar recursos para todos y todas en un mundo finito siempre implica poner sobre la mesa la delicada cuestión del reparto de tales recursos--[l] (Casassas, 2016b). La garantía incondicional
de los derechos económicos y sociales, renta básica incluida, nos dota, pues, de un poder de negociación de hondas aspiraciones políticas y civilizatorias.
[2] Pero ¿poder de negociación para hacer exactamente qué? LA RENTA BÁSICA COMO CAJA DE
RESISTENCIA
De entrada, poder de  negociación para  cuestionar, disputar y, si hace falta, redefinir las condiciones de trabajo con las que se encuentra la población asalariada dentro de la empresa moderna. Porque no basta con una legislación laboral que la «proteja» en mayor o en menor medida: esa protección equivale al acto de limitar parcialmente el alcance de las interferencias arbitrarias de las que es objeto la población trabajadora dependiente; esa protección supone tomar la pérdida de libertad de la población asalariada como un hecho consumado y tratar de hallar medidas para mitigar los efectos nocivos del gran desastre.

Si nos paramos a analizarlo un instante, nos percatamos enseguida de que la población esclava también puede verse asistida por algún tipo de
«legislación laboral». Pensemos, sin ir más lejos, en las medidas tomadas por el partido de los pobres libres de la democracia ateniense, que, capitaneado por Efialtes, Pericles y Aspasia, llevó a cabo la gran revolución democrático- plebeya de 461 a. n. e. Las reformas que introdujo el partido de los pobres libres «no abolieron la esclavitud, pero sí concedieron dos derechos de existencia social a los esclavos: la igual libertad de palabra en el ágora (isegoría) y la protección absoluta  frente  a los castigos físicos por parte  de sus propietarios (akolasía)» (Domànech, 1993: 66). Nos encontramos, pues, ante medidas que puede que incrementen el bienestar de los trabajadores — en este caso, trabajadores esclavos en sentido estricto—, pero que para nada disuelven la servidumbre en la que se encuentran como consecuencia de la dependencia socioeconómica que mantienen con respecto a quienes adquieren su fuerza de trabajo. La libertad republicana, pues, sigue brillando por su ausencia.

Lo mismo ocurre con el trabajo asalariado cuando acudimos a él porque la desposesión no nos deja otra opción: al vernos forzados a ceder la capacidad de decisión sobre el qué y el cómo de nuestro(s) posible(s)
trabajo(s), nuestra libertad se evapora. Como en el caso de los esclavos de
mediados del siglo v a. n. e. , puede que la legislación laboral contemporánea regule los modos y los grados de las interferencias arbitrarias que podamos sufrir hoy: es bien sabido que muchas de las formas presentes de trabajo asalariado llevan de la mano verdaderas fuentes de deterioro físico y mental de nuestros cuerpos, con lo que renovadas  formas  de akolasía, cuando llegan, no nos vienen nada mal. Del mismo modo, también pueden introducirse marcos reguladores que promuevan ciertos niveles de isegoría
—o de «voz», para decirlo de nuevo con Hirschman— para los trabajadores y trabajadoras de hoy. Pero, como  en el esclavista mundo antiguo, ni el ejercicio de la voz en los centros de trabajo ni la protección frente a los perjuicios físicos y mentales que el trabajo asalariado trae a menudo consigo son mecanismos para el cese de la acción liberticida de unas relaciones sociales abiertamente asimétricas. Donde hay dependencia con respecto a arbitrio ajeno no puede haber libertad, por mucho que haya «empleadores» bienintencionados que, del mismo modo que podrían  no hacerlo,  se muestren dispuestos tanto a escuchar como  a suavizar los castigos al máximo.
Pero con una renta básica la cosa cambia. La renta básica opera como una suerte de «caja de resistencia» sindical desagregada e igualitaria y
permanentemente puesta al alcance de todos y todas (Casassas y Raventós, 2003, 2007; Van Parijs, 2013). En caso de conflicto en la relación laboral, la parte más vulnerable se ve equipada, como lo hacían las viejas «cajas de resistencia» que los sindicatos constituían a partir de las cuotas de sus afiliados, con unos recursos con los que sostener la reivindicación a lo largo del tiempo —es bien sabido que, en procesos de negociación, el éxito depende, en buena medida, de la capacidad de espera—, con unos recursos

que han de permitir, a partir de ahí, ir proponiendo y, si es preciso, imponiendo los términos y condiciones de  esa relación de  trabajo. Conviene abrir un paréntesis aquí para advertir que es precisamente el hecho de que dicha «caja de resistencia» se encuentre no bajo el control de
las centrales sindicales, sino «desagregada», esto es, en los bolsillos de todos y cada uno de los trabajadores, lo que ha hecho saltar las alarmas en ciertos sindicalismos que dicen temer los efectos individualizadores de la renta básica. Al ser conferida de forma individual, la renta básica podría atomizar las relaciones laborales y minar la negociación colectiva, sugieren no pocos analistas procedentes del mundo  sindical (Vanderborght,  2006).  No obstante, sorprenden tales alarmas en un mundo en el que la fragmentación de la unidad productiva, unida a las dificultades de esos mismos
sindicalismos a la hora de hacer frente a nuevos escenarios sociolaborales, ha hecho que las relaciones de trabajo se hallen ya profundamente atomizadas y que la negociación colectiva haya quedado ya altamente erosionada, si no hecha jirones. [3] Resultaría, quizá, de mayor eficacia que los sindicalismos se plantearan la renta básica como una herramienta más a la hora de articular nuevas estrategias para la negociación colectiva (Haagh, 2017b), pues el hecho de que se perciba individualmente no excluye para nada la posibilidad de que emerjan luchas coordinadas por parte  de  unas centrales  sindicales que podrían mostrarse más certeras y combativas, precisamente, desde la consciencia de que la población trabajadora por ellas representada cuenta ahora con un colchón en el que caer no muerta, sino bien viva.[4] Ello es lo que parece haber observado el líder sindicalista norteamericano Andy Stern, presidente hasta 2010 de la poderosa Service Employees  International  Union y ferviente defensor de la renta básica, quien, además, ha mostrado una abierta oposición contra la propuesta  del trabajo garantizado,  que ve como un mecanismo altamente intrusivo en las vidas de la gente —¿cómo dejar en manos de las agencias gubernamentales la decisión sobre qué es trabajo valioso y qué no lo es?—, y, también, contra las rentas mínimas de inserción, las cuales, además de acarrear unos costes administrativos ingentes, tienden a estigmatizar y disciplinar unas poblaciones trabajadoras que, precisamente, deberían poder sacudirse de encima cualquier forma de despotismo y de subordinación (Stern, 2016).
La posibilidad de amenazar de forma creíble con la ruptura —o la
«salida»— de la relación, pues, otorga a la población trabajadora mayores posibilidades de (co)determinar los usos del tiempo, las retribuciones y otras gratificaciones no monetarias y, en general, la organización de la producción en su conjunto. Solo dos ejemplos: en caso de contar con la existencia material garantizada, ¿cuántos estaríamos dispuestos a llevar a cabo una actividad que nos resultara poco o nada gratificante sin que mediara un incremento significativo de nuestro salario (Wright, 2010)? Y el segundo: muchas veces se levantan voces críticas, sobre todo en ámbitos empresariales, ante el problema del absentismo laboral
—el supuesto
abandono del puesto de trabajo y/o de los deberes que le son propios—, pero
¿acaso se presta la debida atención al problema del llamado presentismo,

que no es otra cosa que la decisión, movida por el temor a la pérdida del empleo o de alguna de sus recompensas, de acudir y permanecer en el puesto de trabajo, a veces semanas y meses y años, cuando circunstancias de muy diversa índole —entre ellas, las relacionadas con la salud física y mental—[5] recomiendan todo lo contrario? Parece  razonable  pensar que  una  renta básica podría ayudar a poner fin a fenómenos como este, que tan poco tienen que ver con la extensión social de formas  de interdependencia verdaderamente respetuosas de la libertad de todos y cada uno de nosotros.
Volvamos a la «salida» y a la «voz». No se trata de forzar  a nadie a abandonar el mundo del trabajo asalariado. Tampoco se trata de obligar a nadie a emprender caminos que no apetece emprender. Al fin y al cabo, es bien cierto que puede haber gente que prefiera trabajar para terceros, asalariadamente, porque quiera ahorrarse la adrenalina y los dolores de cabeza que supone levantar un negocio. De lo que se trata es de que todos y todas, sin exclusiones, podamos abandonar el mundo del trabajo asalariado. Porque en caso de que decidamos permanecer en él, esa «capacidad de abandono» alimenta un poder de negociación de vital importancia si de lo
que se trata es de hacer del trabajo asalariado algo compatible con la libertad efectiva. Al decir de Van Parijs y Vanderborght (2017: 123), «dejar de forzar a todo el mundo  a trabajar [asalariadamente] o, lo que es lo mismo, permitir que todo el mundo deje de hacerlo, es la mejor manera si no de abolir la explotación capitalista, por lo menos de reducir su alcance y atenuar  lo que de ella es más objetable: su carácter irremediable».[ó] La consciencia, por parte de todos, de que ninguna relación viene dada para siempre, pues todos podemos «salir» si así lo estimamos oportuno, obliga a todas las partes a oír todas las voces para hacer de los escenarios del trabajo asalariado lugares aptos para una vida verdaderamente vivible por parte de todos.
DESMERCANTILIZACIÓN DEL TRABAJO, COOPERATIVISMO Y OTROS EMPRENDIMIENTOS
En una interesante película de 2002 que lleva por título Smoking Room,
J. D. Wallovits y Roger Gual, sus directores, tienen la doble habilidad de ofrecer un retrato costumbrista de lo que supone trabajar —asalariadamente, claro— como oficinista en la Europa de principios del siglo XXI, por un lado,
y, por el otro, de enmarcar dicho retrato en unas coordenadas que hacen que ese trabajo asalariado en las oficinas de toda la vida parezca ya un espectro de algo que todavía es y seguirá siendo, pero que muestra sus vergüenzas sin recato y que parece empezar a pedir a gritos toda una gran subversión.
La trama es sencilla. Una empresa norteamericana se hace con el control
de una empresa española. En la empresa española se ha fumado toda la vida. Pero los americanos llegan con buenas maneras y todo tipo de correcciones: los nuevos gerentes imponen la prohibición de que  se fume  dentro  del recinto de la corporación. Para fumar, pues, hay que salir a la calle. Ante esta situación, un empleado, un tal Ramírez, decide recoger firmas para reclamar que se utilice un despacho desocupado como sala de fumadores, para que estos puedan desahogarse sin necesidad de salir del edificio. Esto será el sur de Europa, pero también hace frío.

La maravilla llega en una escena memorable que se desarrolla en la azotea del edificio. Ramírez y otro empleado —López, pongamos que se
apellida— abren la puerta y salen al exterior. Ramírez trata de convencer a López de que firme el escrito. López lo escucha un momento y le dice que sí, que firmará el papel, que está de acuerdo, que vale, que sí, que es importante poder fumar con tranquilidad donde siempre se ha fumado. Pero López no aguanta y revienta. Parece que le va a estallar la vena. Debajo de ese papelucho que tanto obsesiona a Ramírez, debajo de esa azotea en la que están hablando, se esconde todo un mundo de arbitrariedad y sumisión, de desprecio y servilismo, de desconsideración y humillación continuas. No puedes hacer previsiones. No te cuentan por qué haces lo que  haces ni por qué unas veces vale y otras tantas está mal. No respetan ni tu tiempo ni tu vida, tampoco la que tienes más allá de esas paredes. ¿Un despacho para fumar? iHacerlo volar todo por los aires es lo que habría que hacer!, viene a exclamar López. Pero en fin, hay que calmarse —¿hay que calmarse?—, de modo que López trata de calmarse y vuelve a echar una mirada al papel. Una sala para fumadores, sí.
Algo está claro: en la empresa de López y Ramírez nadie tenía esa
«consciencia», a la que se aludía hace un instante «de que ninguna relación viene dada para siempre, pues todos podemos salir si así lo estimamos oportuno». Y nadie la tenía por la sencilla razón de que los hechos son los hechos: lo cierto es que difícilmente se podía salir de la empresa. De ahí la arbitrariedad y el sometimiento por parte de los de arriba. De ahí, también, que el objeto de la indignación de Ramírez fuese, pura y simplemente, la ausencia de un espacio para fumadores. Y de ahí, finalmente, que la máxima aspiración de Ramírez fuese que alguien tuviese a bien oír su «voz» y le habilitaran el despacho desocupado. Pura mentalidad de esclavo —a tiempo parcial, en este caso—: «Voy a elevar una petición», repite Ramírez en todo momento. Pero ¿realmente nadie tenía esa consciencia de que quizá lo que valiese la pena fuera salir? Yo creo que a López hacía tiempo que la mosca le rondaba detrás de la oreja.
Pero ¿cómo salir? ¿y hacia dónde? Hacerlo volar todo por los aires porque resulta que no aguantamos más, como sugería López, no deja de ser
un proyecto un tanto prepolítico. Pero hay que reconocer también que una gran detonación, todo lo metafórica que se quiera, no deja de constituir también el inicio de un posible reset de ambiciones descaradamente democratizadoras. Recordemos que hacia el inicio de esta tercera parte se ha caracterizado la democracia económica como la capacidad, primero, de determinar, más allá de la cuestión de  si existe remuneración  en los mercados o no, qué entendemos por trabajo y por  lugar de trabajo;  y segundo, como la facultad de elegir con quiénes deseamos trabajar, a qué ritmos, con qué frecuencias, para dar a luz a qué tipos de bienes (in)materiales y escenarios sociales, etc. Bien mirado, nada que López no se haya planteado o que pueda resultarle extraño. ¿por dónde tirar para hacernos con cotas más elevadas de democracia económica?
De entrada, conviene recuperar la distinción que hacía el derecho civil romano, de naturaleza abiertamente republicana, entre la locatio conductio

operis, que equivale al contemporáneo «contrato de obra» del productor independiente —un contrato en virtud del cual individuos libres venden bienes y servicios previamente acordados a cambio de un precio—, y la locatio conductio operarum,  que  tiene su correlato contemporáneo  en el
«contrato de servicios» del trabajador asalariado —un contrato según el cual los individuos venden su fuerza de trabajo a cambio de un salario— (Zimmermann, 1996). Este segundo tipo —establece el republicano derecho civil romano— no puede ser un contrato entre ciudadanos libres, pues el trabajador asalariado se ve obligado a alienar parcialmente su libertad, lo que parcialmente lo convierte en un sujeto de derecho ajeno o alieni iuris, tal y como argumenta Cicerón en sus Oficios (Domànech, 2004; Domànech y Bertomeu, 2016). Pues bien, la cuestión es que, con una renta básica en el bolsillo, los López del mundo podrían aspirar a unas relaciones de trabajo donde el elemento dominante fuera el trabajo independiente —la locatio conductio operis— y donde el trabajo asalariado —la locatio conductio operarum— fuera llevado a cabo bajo condiciones institucionales que favorecieran la extensión social de la libertad republicana, protegiendo a los trabajadores de la arbitrariedad potencial o efectiva de sus empleadores.
Demos un paso más. Ese «trabajo independiente» no tenemos  por  qué hacerlo solos. Ese trabajo independiente puede ser llevado a espacios cooperativos donde los trabajadores nos asociemos libremente y gestionemos la producción con arreglo a procedimientos democráticos. El poder de negociación que otorga la renta básica puede ayudarnos a trascender la sociedad salarial, desmercantilizando la fuerza de trabajo y llevándola al mundo del cooperativismo. En otras palabras, además de negociar mejores condiciones de trabajo en el seno de la empresa  capitalista, la renta básica nos ayuda a cuestionar la misma naturaleza jurídica de la unidad productiva
y facilita que hagamos el tránsito hacia entornos laborales en los que logremos horizontalizar cooperativamente los procesos de toma de decisiones.
El cooperativismo ha llegado hace décadas y lo ha hecho para  quedarse. Pero a nadie se le escapa que, por exitoso que se haya mostrado en determinados ámbitos y sectores, y por mucho que mantenga una constante tendencia al alza, hacen falta dosis ingentes de recursos y de voluntad para
que las unidades productivas de carácter cooperativo nazcan, se desarrollen y se mantengan a lo largo del tiempo. Cuesta sobremanera exhortar a aventurarse en el cooperativismo a unas clases trabajadoras hechas de una inmensa multitud de vidas terriblemente dañadas por la hostilidad de los mercados de trabajo capitalistas, que nos dejan sin tiempo,  energía  y recursos materiales y simbólicos para detener el torbellino y disponernos a imaginar y a desplegar proyectos productivos alternativos. En cambio, una renta básica nos equipa con el «poder  social» necesario para parar la máquina, levantar la cabeza, permanecer el rato que haga falta pensando, seguramente acompañados, hacia dónde tirar y sacudirnos de encima los vínculos de dependencia y las relaciones de poder que hoy nos impiden
poner en circulación esos caminos escogidos. Por ello, en varias ocasiones se ha presentado la renta básica como palanca de activación de formas

cooperativas de gestión de la vida social y económica (Casassas, 2011; Wright, 2006b,
Ciertamente, sería erróneo reducir los efectos de la renta básica a su posible impacto inmediato en el lado de la oferta de mano de obra en los mercados de trabajo: al proveer de poder de negociación y reducir drásticamente los niveles de incertidumbre, la renta básica permitiría también que se desataran proyectos en común en el campo del cooperativismo (Stern, 2016; Van Parijs y Vanderborght, 2017). Sin ir más lejos, así lo han demostrado experimentos llevados a cabo, sobre todo con asociaciones de mujeres, en el estado indio de Madhya Pradesh (Davala, Jhabvala, Mehta y Standing, 2015; Standing, 2017).
Al fin y al cabo, estamos hablando, nuevamente, de todo un posible
éxodo, un «éxodo» más lento, como si de sedimentación de mundos nuevos se tratara, o más rápido, como por precipitación acelerada de actos de desacato, pero éxodo al fin y al cabo. La autonomía obrera italiana y los espacios y tradiciones que le son propios trabajaron y siguen trabajando estas cuestiones con lucidez y perspicacia. Como asegura Marina Garcés,
el rechazo del trabajo [asalariado] tiene sus propias tradiciones. Desde la picaresca y el escaqueo hasta la organización colectiva del éxodo de la fábrica [y de la oficina, cabría añadir], pasando por la búsqueda de formas de vida alternativas y más autónomas. [...]
El
rechazo del trabajo no es solo una práctica de lucha y de sabotaje. Es la expresión de una
subjetividad política en defección respecto a toda forma de captura, tanto laboral como
política (Garcés, 2016: 59 y 67).
Pero el rechazo del trabajo —asalariado— «a la italiana», el «éxodo» que propugnan Virno y compañía como acto emotivo de fuga y resistencia al poder instituido (Virno, 2003), si bien ha supuesto un importante toque de atención hacia unas izquierdas demasiado a menudo acríticas, si no quietistas y meramente contemplativas, con respecto a ese mismo trabajo asalariado, adquiere unos tintes, precisamente, antiinstitucionales que conviene poner en cuestión. Pues lo institucional no es necesariamente una weberiana jaula de hierro que tenga que encerrar cualquier horizonte de posibilidades en una teleología inevitable que mecánica e inerte va desplegándose.
Pensemos en la propia renta básica. La renta básica no es un dispositivo institucional que haya venido a segar la contingencia de una vida que, de golpe, espontáneamente, asoma. Todo lo contrario: la renta básica ha venido para que nos sirvamos de ella como instrumento para trazar un camino que, ciertamente, no puede reconocerse y recorrerse si no es andando, muchas veces a tientas, en la indeterminación de lo todavía posible, de lo todavía no definido, pero para el que necesitamos, precisamente por todo ello, una brújula y algo de calzado. Pero la renta básica es pura institucionalidad: estamos hablando, ni más ni menos, que de recursos recaudados por el sistema impositivo y puestos a disposición de los poderes públicos para que éstos los hagan llegar, cada mes, a los bolsillos de los ciudadanos y

ciudadanas. ¿se nos puede ocurrir un dispositivo más abiertamente institucional(izado)? Por ello, podemos afirmar que la renta básica toma de las izquierdas autónomas italianas y europeas —porque lo hace en primera instancia del grueso de la tradición republicana, que siempre fue por esos mismos derroteros— la reivindicación de lo imprevisto que de repente brota entre las cenizas de un mundo de despotismo y obediencia obligada a la autoridad que quizá queramos hacer arder; pero la renta básica reivindica también la necesidad de que esos brotes verdes no sean fenómenos episódicos reservados a unos pocos, a un puñado de genuinos pero quizá candorosos voluntaristas —cuando no gente bien con buenas intenciones y bastante tiempo libre—, sino un horizonte de posibilidades verdaderamente abierto a todos y cada uno de los moradores del mundo en el que nos hallamos. En otros términos: la renta básica ha venido para garantizar político-institucionalmente la universalización de la posibilidad de «salir», posibilidad que nos otorgamos para que todos y todas podamos emprender proyectos que realmente nazcan de nosotros y que puedan ir creciendo con nosotros, sin que tengamos que pedir permiso a nadie (Barry, 2005).
Pero, un momento, ¿«emprender»,  dijimos? Recientemente,  se han levantado voces, y no sin razón,  contra  el discurso del emprendimiento  y todo lo que lo acompaña en términos de poder disciplinante ejercido sobre la vida de la población trabajadora. Como señala Jorge Moruno (2015), la
figura del emprendedor se entiende como el epítome de una  cultura neoliberal que todo lo atomiza y lo pone en venta en los estantes del supermercado en el que se convirtió nuestra existencia: nos buscamos la vida como verdaderos hombres  y mujeres  self-made, hechos  y hechas a sí mismas; tratamos de ser activos empleables capaces de llamar la atención para que los detentadores del capital nos vean como un valor explotable; nos esforzamos de forma continua en reinvertir en nosotros mismos, si hace falta endeudándonos, para no perder el tren de la competencia; y, finalmente, cargamos con el peso de la culpa y de la vergüenza cuando no triunfamos en esta carrera implacable tan propia de  sociedades tipo winner-take-all  (Frank y Cook, 1996), en las que el ganador, que solo puede ser uno o, como mucho, unos pocos —los oligoi, los pocos oligarcas de siempre—, se llevan todo el premio.[8]
Como ocurre a menudo, cuando un término que dista de constituir un neologismo y que históricamente designó realidades deseables adquiere unas connotaciones tan nocivas para la vida, se abren dos posibilidades. La
primera consiste en desechar el término en cuestión: lo que es nocivo para la vida es nocivo para la vida y no  queremos  ni  nombrarlo.  La segunda radica en tratar de detectar dónde y cómo se transmutó su sentido y acometer la tarea, a todas luces política, de, recuperándolo, destapar el escándalo que ha supuesto el intento de desfigurarlo. En el caso del emprendimiento, la segunda opción puede resultar de lo más fértil. Porque emprender puede ser algo altamente gratificante en muchos sentidos, y la tragedia consiste en que el derecho a emprender haya quedado convertido en un privilegio reservado
a unos pocos: a los demás se nos priva de esa posibilidad, con el agravante de que se recurre a la mitología, precisamente, del emprendimiento del

individuo-empresa neoliberal para hacernos responsables, y hasta culpables, de la injusticia de la que hemos sido víctimas.
Por ello, como suele decirse, no tiremos al bebé junto al agua de la
bañera. Emprender, en el sentido clásico del término, es algo irrenunciable. Veamos por qué. Empresa, también en el sentido clásico del término, significa «proyecto». Emprender, pues, no es otra cosa que aquel acto de poner en circulación, individual y/o colectivamente, cualquier iniciativa o
proyecto que, en el ámbito de los trabajos, remunerados o no, y en de los negocios, podamos desear para nuestras vidas: ¿por qué demonios hemos de
renunciar a la idea del gusto de echar a andar un establecimiento, sociedad o
compañía que contribuya a satisfacer necesidades, que nos resulte gratificante y hasta nos autorrealice y que, además, nos proporcione unos ingresos que deseemos obtener?
El problema, bien detectado por Moruno (2015) y por otros muchos analistas (Casassas, 2016a, 2016b; Standing, 2017; Van Parijs y Vanderborght, 2017), es que la desposesión capitalista y la dependencia material que de ella se desprende tienden a impedir que tales actos de emprendimiento tengan lugar, lleguen a buen puerto y, sobre todo, se
generalicen: es bien sabido que tirar adelante un negocio exige unos recursos de partida que permitan aguantar hasta que alcancemos el umbral de rentabilidad, un capital relacional-social que nos proporcione toda una red
de contactos y solidaridades y, finalmente, la capacidad de reacción necesaria para que nos levantemos y prosigamos en caso de baches y embates. ¿Podría la renta básica contribuir a consolidar la seguridad socioeconómica que necesitamos, también, para emprender? Al decir de Standing (2017: 179), «la gente necesita una seguridad básica para desplegar sus talentos, su potencial y su vocación. [...] Una renta básica permitiría a más personas, no solo a los pudientes, dedicarse a sus pasiones». El escritor británico John O'Farrell no pudo expresarlo mejor:
Cualquier persona que alguna vez haya creado algo lo hizo con un mínimo de seguridad
financiera a sus espaldas. Esta es la razón por la que Virginia Woolf necesitaba «una habitación propia y quinientas libras al año». Durante siglos hemos aprovechado el potencial de solo una pequeña proporción de la gente; el resto ha carecido del poder para
tirar adelante un proyecto o para descubrir dónde reposan sus verdaderos talentos. [9]
Parece evidente, pues, que la célebre cantinela según la cual «querer es poder» apunta a una creencia altamente cuestionable.[10]
Por todo ello, no podemos  desprendernos  de  la idea de  emprendimiento. No solo porque emprender en condiciones es algo que puede formar parte del conjunto de actividades que asociamos a una vida digna, sino porque no desprendernos, y hasta hacer nuestra, la idea de emprendimiento es lo que nos permite decir que en el mundo capitalista no existe «derecho al
emprendimiento», lo que equivale a afirmar que tampoco existe «libertad de empresa» o que el tan cacareado derecho a la «iniciativa privada», que es algo que tampoco conviene desechar —¿quién dijo que la capacidad de echar a andar, solos o en común, por caminos productivos autónomamente

escogidos sea algo censurable?—, es algo que brilla por su ausencia.
Lo mismo ocurre con la famosa cultura del esfuerzo. Se nos bombardea
con ella, se nos acusa de carecer de ella, cuando, en realidad, lo que ocurre es que se nos desposee de la posibilidad de esforzarnos en aquellas actividades que realmente nos apasionan, que tienden a ser, dicho sea de paso, las actividades con las que más y mejor podemos contribuir a la sociedad. ¿Qué hacer, pues, con la cultura del esfuerzo? ¿Renunciar a ella porque resulta que la manosean y la convierten en un arma arrojadiza dirigida de lleno al
corazón de nuestras vidas? Para nada: reapropiémonos, también, del esfuerzo, del esfuerzo con sentido. iQueremos poder esforzarnos!
TIEMPO, VIDA Y TRABAJOS
A estas alturas, quizá sobre decir que conviene deshacerse de la miope identificación entre trabajo y empleo. El empleo es solo un subconjunto, todo lo amplio que se quiera, de un conjunto de mayor magnitud: el del trabajo. En otras palabras: tipos de trabajo hay muchos. Dividámoslos, para simplificar, en tres: el trabajo remunerado, el trabajo doméstico o de cuidados y el trabajo voluntario (Raventós, 1999, A su vez, el
trabajo remunerado constituye un conjunto  que aloja, junto  con otros  tipos de trabajo remunerado —el que realizamos como socios capitalistas o como socios cooperativistas, el que llevamos a cabo como trabajadores autónomos, el trabajo asalariado, también llamado empleo. El abanico de
etc.—
posibilidades en lo atinente a formas y variedades de trabajo es, pues, considerable. De ahí que a menudo hablemos no de trabajo, sino de trabajos.
Y de ahí también que  debamos  poner  sobre la mesa la cuestión, ya tratada, de la necesidad de instituir mecanismos —¿por qué no una renta básica?— que nos empoderen para decidir, individual y/o colectivamente, qué tipos de trabajos, remunerados o no, deseamos realizar y en qué proporciones. Es una cuestión de sentido común y, también, de justicia. En
los procesos de división del trabajo, esenciales en sociedades complejas como las nuestras, no todos aspiramos a hacer de todo, sino que todos y todas tenemos unos deseos e inclinaciones particulares que es preciso hacer respetar. Del mismo modo, todos y todas necesitamos una corresponsabilización, por parte de todos y todas, con respecto al conjunto de tareas socialmente necesarias para la sostenibilidad de nuestras vidas, tareas que a veces nos resultan gratificantes y otras veces no.
Nuevamente, el conflicto está servido. ¿Quién debe hacer qué? ¿y con qué sistema de sanciones y recompensas? La renta básica, al otorgar
universalmente poder de negociación, puede operar como una herramienta capaz de promover, tal vez de forma indirecta y descentralizada, pero nunca atomizada, aquellos repartos de los trabajos y de las responsabilidades para con el sostenimiento de la vida que más y mejor respeten aquello que legítimamente todos y todas aspiramos a ser (Haagh, 2017b). Observemos
esta cuestión en tres ámbitos estrechamente vinculados y de crucial importancia social y civilizatoria: el del reparto del empleo en un mundo con
elevados niveles de paro estructural y en desatado proceso de

automatización, el de los usos del tiempo y el cuidado de la vida y, finalmente, el del trabajo, normalmente voluntario, que realizamos en la esfera cívico-política.
Reparto de los trabqjos en la era de los robots
Es bien sabido que el capitalismo contemporáneo lleva de la mano, en
buena parte de las economías del planeta, elevadas dosis de paro estructural
—en el caso del Reino de España, desde 1978 ha habido veintiocho de cuarenta años en los que el paro ha superado el 15 %—, contrarreformas laborales y políticas de devaluación salarial que han provocado el auge del fenómeno de los llamados «trabajadores pobres» o working poor — trabajadores asalariados cuyos ingresos no alcanzan el umbral de la pobreza
— y el ensanchamiento continuo de la brecha que separa a trabajadores indefinidos y temporales. Por si fuera poco, los efectos de la robotización pueden resultar devastadores en términos de destrucción de puestos de trabajo: según un sugerente estudio de Torrens y González de Molina (2016),
«incluso tomando el dato más prudente, que apunta que el 12 % de los puestos de trabajo son automatizables en el Reino de España, afectando con mayor intensidad a los que requieren  menor  formación,  [...] se produciría una profundización del patrón de dualidad, polarización y desempleo crónico y estructural del mercado de trabajo español».
La literatura existente sobre los efectos de la automatización  en el futuro del empleo ofrece líneas de análisis de naturaleza bien diversa. Pero se pueden poner datos sobre la mesa. Hay estudios que sugieren que, en Estados Unidos, existe un 47 % de empleos en alto riesgo de automatización en las próximas dos décadas
—los sectores más afectados son los de la
logística y el transporte, los trabajos de tipo administrativo y los vinculados al sector servicios—; otros aseguran que, en la Unión Europea, el riesgo de automatización es aún mayor: el 54 % de los empleos penden de un hilo; y finalmente, otros trabajos apuntan que, a escala global, se podrían automatizar hasta el 45 % de las tareas.[12] Sean cuales sean las cifras que
manejemos, lo que parece fuera de toda duda es que podría estarse formando una brecha neta entre el empleo destruido por la tecnología, sobre todo actividades de tipo rutinario y de bajo valor añadido, y el empleo nuevo generado por esta. [13]
En este punto, no sobrará recordar la predicción que Keynes hiciera en
1930, precisamente, sobre el futuro del trabajo. Si la evolución del desarrollo tecnológico mantiene su tendencia —decía el economista británico—
en
2030 se trabajarán quince horas a la semana. ¿Hasta qué punto se equivocó lord Keynes? A primer golpe de vista, muchos convendríamos en decir que el error fue de bulto. Pero hay un dato extremadamente revelador: en el Reino de España, el total de horas trabajadas en 2015 por la población de entre dieciséis y sesenta y cuatro años fue, en promedio, ide 19,96! (Torrens y González de Molina, 2016). No parece imprudente pensar que en 2030 esa cifra podría situarse alrededor de las quince horas. El problema que parece que tendríamos en 2030 y que, sin lugar a duda, tenemos ya hoy, es que esas

horas de trabajo podrían encontrarse extremadamente mal repartidas: mientras unos trabajan remuneradamente muy pocas horas, si no ninguna, otros dedican al trabajo remunerado un número exorbitado de horas  al día. Por todo ello, la renta básica puede constituir una herramienta de lo más oportuna. No para salvar el pellejo y languidecer melancólicamente en un mundo distópicamente tecnológico que nos  expulsa del  trabajo remunerado y nos desposee de la capacidad de imaginar formas de trabajo y de vida. La renta básica puede constituir una herramienta oportuna y eficaz porque nos puede dotar del poder de negociación necesario para reequilibrar esos repartos del trabajo remunerado y, lo que es más importante, para obtener, para hombres y para mujeres, combinaciones de trabajo remunerado y no remunerado mucho más armónicas y cercanas a lo que una vida que merezca la pena ser vivida supone: todos y todas debemos acceder a combinaciones más proporcionadas de trabajo productivo,  trabajo reproductivo  o de cuidados y trabajo voluntario. [14]
Los procesos de robotización, pues, no tienen por qué ser presentados con las alarmas que arrastra el espíritu apocalíptico. Al contrario, una conducción democrática, mediada por la renta básica, de los procesos de automatización, podría permitir la emergencia de procesos paralelos de reducción de la jornada laboral que no pueden sino recibirse como algo normativamente deseable. Primero, porque tales procesos podrían ahorrarnos la realización de (parte de) aquel trabajo asalariado que nos
resulte poco edificante o abiertamente degradante.[15] Y segundo, porque
podrían contribuir a que todos y todas abramos las puertas a un debate societario sobre esa urgente corresponsabilización con respecto a las tareas, remuneradas y no remuneradas, que resultan socialmente necesarias, debate al que se ha aludido ya.
En esta dirección, uno de los posibles efectos positivos de una reducción de la jornada de trabajo inducida por la presencia de la renta básica en
contextos de fuerte automatización es la mayor capacidad otorgada a las mujeres para proponer y, si es preciso, forzar repartos más igualitarios de los
trabajos productivos y reproductivos. Con una renta básica, liberadas de la necesidad de encontrar un empleo que les salve la vida —y en el que la echen a perder— las personas, hombres y mujeres, pueden sentarse en común a pensar, sin que nadie tenga que agachar la cabeza, qué dosis de trabajo productivo y qué dosis de trabajo de cuidados desean para sus vidas. Por un lado, «una mayor oferta de empleo derivada de la reducción de la jornada laboral facilita la incorporación [de las mujeres] al mercado de trabajo» (Torrens y González de Molina, 2016), si es que así lo desean; y por  el otro, una renta básica permite a los hombres distanciarse del ideal, machaconamente repetido, del male breadwinner, del «varón sustentador», para ir incorporando actividades no remuneradas pero  altamente  valiosas para una vida con sentido.[ú] Como puede observarse, ello ayudaría
también a evitar el famoso problema de la «doble presencia», que aparece cuando las mujeres que se incorporan a los mercados de trabajo mantienen las mismas cargas y responsabilidades familiares que siempre asumieron (Moreno Colom, 2016).

«Trabajar menos
—remuneradamente— para trabajar todos» —y
«corresponsabilizarnos todos en las tareas reproductivas, normalmente no remuneradas», convendría añadir—: he aquí un conocido eslogan que ha hecho fortuna entre las izquierdas europeas desde finales de la década de 1980 y principios de la de 1990 (Aznar, Lo que aquí se quiere
sugerir, con Torrens y González de Molina (2016), es que la propuesta de la renta básica cuenta entre sus aspiraciones más profundas el hacer efectivo el eslogan en cuestión.[18] En efecto, la reducción de la jornada laboral puede legislarse, puede introducirse como medida de obligado cumplimiento a través de su inclusión, por ejemplo, en el Estatuto de los Trabajadores, pero siempre quedarán resquicios abiertos para la negociación, colectiva o no, entre empresarios y trabajadores. Es más: ¿quién sabe si un proceso negociador bien llevado, asistido por la renta básica, puede conducir a escenarios incluso más deseables que los que puedan contemplarse por ley? (Van Parijs y Vanderborght, 2017).
Se hace evidente, pues, que la reducción de  la jornada  laboral ha  de venir acompañada de (si no inducida por) una renta básica, no solo para compensar posibles reducciones de los ingresos, sino, sobre todo, para empoderar a los trabajadores y trabajadoras para que puedan emprender
procesos negociadores en condiciones. Porque las formas de reducción de la jornada laboral que normalmente se consideran pueden resultar todo lo atractivas que se quiera, pero dejan las puertas abiertas a dosis ingentes de conflicto, de un conflicto al que la población trabajadora no puede hacer frente sin garantías materiales. Basta con enumerar algunas de las medidas exploradas hasta la fecha para percatarnos de hasta qué punto esto es así: además de la reducción de la jornada laboral a treinta  y cinco horas  (o incluso a veintiuna [NEF y Ecopolítica, 2012]), una semana laboral de cuatro días —el llamado Friday off—, periodos más largos de vacaciones, años o semestres sabáticos cada x tiempo, permisos por maternidad y paternidad más extensos, adelantos de la edad de jubilación, cambios voluntarios y reversibles de la duración de la jornada por parte del trabajador,  y de obligada aceptación por parte de la empresa, salvo causa de fuerza mayor, fomento del job sharing de un puesto de trabajo entre dos o más individuos, etc. (Torrens y González de Molina, 2016). Ni que  decir tiene, lograr alguna(s) de estas medidas para nuestras vidas puede requerir una fuerza negociadora esencial para poder aguantar la mirada a aquellos con quienes tratamos de llegar a un acuerdo digno.
Sea como sea, conviene no errar el tiro con respecto al vínculo entre
renta básica y automatización. La renta básica no es solo la solución al paro generado por la destrucción de puestos de trabajo que arrastra la robotización. Si fuera así, nos encontraríamos ante una defensa de la renta básica tremendamente contingente, lo que nos  podría  llevar a  afirmar que, en un mundo sin desempleo tecnológico, no haría falta renta básica alguna. Y la renta básica hace falta, sobre todo, para que podamos apartarnos, si así lo
deseamos, del mundo del empleo, un mundo que, como se ha visto cuando se ha reconstruido la crítica republicana del trabajo asalariado, va de la mano

de elevadas dosis de la sumisión y del servilismo propios de los «esclavos a tiempo parcial», de los desposeídos que «proceden  con el frenesí propio  de los desesperados». De este modo, si hay que apoyar la renta básica es porque, además de protegernos frente al posible paro tecnológico, nos  permite desertar —quizá recurriendo, precisamente, a la robotización (Srnicek y Williams, 2015)— y optar por otros espacios y relaciones.
Cuidado de la vida
Volvamos a las corresponsabilizaciones. La responsabilidad a veces no
nace; la responsabilidad a veces hay que forzarla. Quizá sea esta la razón por la que Carole Pateman (2006) ha presentado la renta básica como una suerte de «contrapoder doméstico» del que pueden  servirse las mujeres  para sugerir y, si es preciso, imponer otros usos del tiempo, otros repartos de las tareas —nuevamente: remuneradas o no—, otras formas de relacionarnos.
Como se ha indicado anteriormente, la independencia material no es condición necesaria y suficiente de la libertad republicana: operan también
importantes factores de índole simbólica —sin ir más lejos, el conjunto de representaciones culturales en los que reposa el patriarcado— que pueden echar a perder cualquier esfuerzo que podamos realizar para empoderar materialmente a los actores sociales. Pero la independencia material sigue siendo una condición por lo menos necesaria para el logro de la libertad efectiva: al fin y al cabo, de poco sirve también hacerse con toda una hegemonía cultural y simbólica sobre qué puede significar una vida algo más libre —en este caso, de las mujeres, históricamente confinadas al hogar— cuando permanecen lazos de dependencia material que actúan como verdaderas camisas de fuerza. En este sentido, el hecho de que la renta básica adopte también el principio de individualidad —la perciben los individuos,
no los hogares— adquiere el mayor de los sentidos desde la óptica del feminismo, pues los hogares albergan relaciones de poder y formas de despotismo que es preciso deshacer en beneficio de la parte normalmente más vulnerable: las mujeres, especialmente cuando son pobres (Pateman, 2006; Raventós,
Pero vayamos más allá. Lo que realmente está en juego, lo que realmente merece ser impugnado, son los procesos, abiertamente perversos, de construcción social tanto de la feminidad como de la masculinidad (Pérez Orozco, 2014), procesos en los que descansa el grueso de la división sexual del trabajo. Yo lo plantearía del siguiente modo. Imaginemos una línea horizontal. Dicha línea representa la superficie que separa lo visible de lo invisible, lo observado de lo subterráneo. E imaginemos ahora una estructura vertical con la mitad inferior por debajo y la mitad superior por encima de la línea horizontal —de la superficie—. La estructura vertical, que podríamos pensar como un rascacielos, representa la división sexual del trabajo en su forma tradicional, que, ni que decir tiene, ha llegado hasta nuestros días. ¿y qué observamos en dicha estructura?
En primer lugar, la población femenina se sitúa por  debajo de la superficie, en el subsuelo donde se cocina y se encienden las máquinas: la
población femenina se dedica a tareas que, por cruciales que resulten para la sociedad,[20] permanecen invisibilizadas, infravaloradas, razón por la cual

rara vez se remuneran. A veces, las mujeres acceden, no sin esfuerzo —las escaleras son largas y de altos peldaños—, a la mitad superior de la estructura
—a la esfera de los trabajos visibles y socialmente reconocidos—, pero lo hacen siempre arrastrando la carga de los trabajos «de abajo», que, por lo visto, cuesta que les dejen de corresponder —a ello nos referíamos cuando hablábamos de la «doble presencia»—. Por lo tanto, la injusticia que padecen las mujeres en el contexto de tales procesos de división del trabajo es doble. En primer lugar, ese espacio «femenino» que queda por debajo de la línea es el que tiene que ver con el sacrificio y la abnegación, con la inmolación en favor de los demás, con lo que no se ve, con lo opacado e inadvertido, con lo que queda oculto en la esfera doméstica, auténtico sótano y trastienda de la vida. Y, en segundo lugar, a las mujeres les es negado el derecho a decidir a qué tareas dedicarse: es por todos sabido, y son muchas las instancias que, directa o indirectamente, no se cansan de repetirlo, que su espacio es el que queda por debajo de  la línea, en la sala de máquinas. Y a callar. Como muestra Silvia Federici (2010), la propia historia de la acumulación
capitalista deja de entenderse si no se considera la introducción de mecanismos de control y de castigo de aquellas mujeres que se resistieron a ocupar la parte inferior de la estructura o, peor todavía, que se atrevieron a cuestionar su propia naturaleza vertical, de aquellas mujeres  que  se opusieron a disciplinar sus cuerpos para ir (re)produciendo y cuidando otros cuerpos, normalmente masculinos, que eran y son los que debían y deben quedar listos y en condiciones en las puertas de las unidades productivas. [21]
¿y qué ocurre con los hombres? De entrada, corresponden a una vida
«masculina» los roles y actividades que quedan por encima de la superficie, en los despachos exquisitos y de grandes ventanales. Se trata de trabajos que se ven y que relucen, que se valoran, que todo el mundo sabe que los hombres, autosuficientes —¿autosuficientes?—, son capaces de desempeñar
—y iay del que no lo logre!—, y que bien a menudo se aplauden. Pero no creamos que el capitalismo heteropatriarcal no es nocivo también para los hombres: en el capitalismo heteropatriarcal, los hombres comparten con las mujeres la falta de libertad de decidir qué trabajos desean para sus vidas. La figura del «varón sustentador» obliga, y de qué manera. La figura del varón sustentador obliga a adentrarse en los mercados, a sobrevivir en ellos, a alzarse con trofeos, a permanecer en el candelero el mayor tiempo posible, etc., del mismo modo que también obliga a renunciar a todo un mundo de cuidados que, si bien no debe ser romantizado, encierra algunas de las actividades más gratificantes y portadoras de sentido que se pueden incorporar a una vida humana. Cuesta mucho subir edificio arriba, pero también cuesta horrores salir escalera abajo. Y los ascensores no funcionan. La renta básica aspira a echar por los aires el rascacielos entero, es decir,
la estructura que rige la división sexual del trabajo en su conjunto. ¿A qué unos repartos férreamente predefinidos de tareas «masculinas» y tareas
«femeninas»? La renta básica aspira a echar por los aires estos procesos de estructuración social confiriendo incondicionalmente herramientas para que todos y todas seamos capaces de poner en cuestión los roles

predeterminados, de poner en común gestos y procederes alternativos, adaptados a la singularidad de nuestras vidas, y de poner en circulación todo
aquello que hayamos podido imaginar.
Finalmente, cuidar la vida significa también cuidar el entorno natural en
el que habitemoavlñ cierto es que, a este respecto y sea cual sea el modo en Página siguiente
que lo organicemos, nos vemos obligados hoy, por imperativo ecológico, a asumir un cambio radical de nuestras formas de vida (Herrero, 2016; Sempere, 2016). Los interrogantes que cabe abrir en este punto son los siguientes: ¿podría la renta básica contribuir a que esta transición ecológica estuviera mediada por vías y decisiones autónomas, no autoritarias? ¿Podría la renta básica constituir un mecanismo que nos ayudara a redefinir nuestras necesidades, a repensar lo que consideramos «suficiente» y digno de ser vivido y a avanzar así hacia estilos de vida más frugales y a la vez más próximos a nuestros anhelos más genuinos? Obviamente, resulta imposible dar una respuesta concluyente a estos interrogantes. Sin embargo, sí puede avanzarse que la renta básica permite una descentralización de los trabajos y de las actividades que ha de ser entendida en términos de una proximidad tanto eco-física como relacional-social que puede favorecer un mayor control popular de la actividad de los agentes económicos y sociales, esto es, un mayor —y mejor— acceso a la información y una más amplia trazabilidad de esa actividad, lo que abre las puertas a formas de rendición de cuentas quizá también más profundas.
La transición ecológica es inevitable, y ello afecta a no pocas dimensiones de nuestras vidas, desde la energía y el transporte a la
alimentación y a las formas de asentarnos en el territorio. La gran pregunta vuelve a ser la de antes: esa transición ¿será democrática y popular o nos acercará a escenarios abiertamente bárbaros?[22] Si de lo que se trata es de que los grandes poderes económicos no sean los agentes llamados a dirigir la transición ecológica, sino de que lo hagamos todos y todas, en común, precisamos medidas que, como la renta básica, faciliten la extensión de formas no mercantiles de (re)producción, las cuales tienden a ser —no por definición, pero de promedio quizá sí—
menos dañinas para el
medioambiente: pensemos, por ejemplo, en prácticas de cuidados, de colaboración y de cooperativismo, de reutilización de bienes y recursos, de rehabilitación y recuperación de territorios olvidados, etc. (Birnbaum, 2016; Riutort, 2016; Standing, 2017).
Y demos un paso más: si de lo que se trata  es de pensar la transición ecológica en clave democrática, conviene poner sobre la mesa también la cuestión de la precarización de las condiciones de vida y de trabajo que las grandes mayorías sociales padecen bajo el capitalismo. Desposeídos, atropellados y maltrechos por el paso del rodillo de la explotación capitalista,
¿qué espacio cabe en nuestras vidas para pensar otras formas de (re)producción y de consumo? La consciencia ecológica, como cualquier tipo de «consciencia», tiene también decisivas condiciones socioeconómicas de posibilidad. También aquí, pues, la clase importa. ¿Puede la renta básica,

liberándonos del «frenesí propio de los desesperados», ayudarnos a parar máquinas, a tomarnos, todos y todas, el tiempo necesario para repensar nuestras vidas y, a partir de ahí, a embarcarnos, todos y todas también, en los grandes procesos decisionales que la transición ecológica conlleva? En otras palabras, ¿puede la renta básica, contribuyendo a universalizar la capacidad de participar en este y en tantos otros procesos políticos, democratizar el acceso a la reflexión y a la lucha ecologista?[23]
Aguantar la mirada en el ágora
Finalmente, poder llevar nuestras inclinaciones y aspiraciones, nuestra capacidad de trabajo, allá donde queramos que arraiguen y den sus frutos significa también adueñarnos de los espacios y caminos para la participación cívico-política. Pero la participación cívico-política, sea en el seno de las instituciones formales o en espacios autogestionados, es algo para lo que también se requiere independencia personal socioeconómicamente fundamentada. No nos es posible deliberar y/o negociar en el ágora, en cualquier tipo de ágora política que podamos concebir, con actores sociales — individuos o grupos  que hayan logrado hacerse con grandes concentraciones de poder económico privado, cuerpos burocráticos que  extiendan sus tentáculos hasta los últimos rincones de nuestras vidas— de cuyo arbitrio dependamos. En tales casos, sencillamente, hemos de bajar la mirada.
Que una vida política libre exige la independencia socioeconómica de
todos cuantos en ella participen es algo que ya advirtieron los teóricos de la democracia en la Atenas clásica. Porque independencia socioeconómica significa independencia de juicio, disposición de tiempo y ausencia de —la mera posibilidad de— chantajes por parte de terceros (Standing, 2017). Quizá por ello, la Atenas clásica presenció la primera formulación —iy concreción institucional!— de una prestación monetaria que, garantizando la existencia material de la población otrora desposeída, la habilitaba para  una  vida política libre. Oigamos a Raventós (2007: 67-68):
Los demócratas atenienses no negaron (como tampoco lo harán los republicanos democráticos siglos después) la base valorativa aristotélica [según la cual el pobre libre, el
phaulós, no puede ser libre porque carece de una existencia material garantizada], sino
que, precisamente por demócratas, quisieron extenderla («universalizarla») al conjunto de la población [libre]. Por eso consideraron que la participación política de los pobres libres
quedaba posibilitada con el misthón, es decir, la remuneración que las reformas efiálticas
[las debidas a la revolución que llevó a cabo el partido de los pobres libres de los Efialtes,
Pericles y Aspasia en el 461 a. n. e.] crearon para permitir el desempeño de cargos públicos
por parte de los pobres libres, que difícilmente hubieran podido aceptar tales cargos sin
esta remuneración pública. [...] [Un siglo más tarde] Aristóteles captará a la perfección el

papel del misthón como substituto de la propiedad [como garante de la independencia socioeconómica].
Veinticuatro siglos más tarde, el joven Marx, en su reflexión sobre la reducción de la jornada laboral, sugerirá que dicha medida  debería  permitir un mejor equilibrio entre trabajo asalariado y ocio, lo que, a su vez, debería garantizar que la vida humana entera no quedara reducida a la categoría de mero medio de vida (Marx, 1975). ¿y para qué queremos ese tiempo de ocio? La respuesta que Marx da es clara: para involucrarnos en la vida política de nuestra comunidad y ejercitar la ciudadanía republicana (Torrens y González de Molina, 2016).
Bien mirado, no nos hallamos lejos del análisis de la relación entre
«salida» y «voz» que hemos realizado a propósito de Hirschman. Al igual que en los espacios de trabajo y en los hogares, necesitamos, en todas las ágoras posibles que se articulen y reproduzcan en nuestro tiempo, la capacidad de hacer oír nuestra «voz» y de hacer de esta algo realmente
tenido en cuenta. Pero para ello necesitamos la seguridad de poder romper la baraja y «salir» en caso de que nos percatemos de que nuestras palabras son como oír llover o, incluso, un acto de imprudencia  que pone  en peligro nuestra existencia social autónoma.  Como asegura Gar Alperovitz  (2001: 108), «nuestra libertad de poner algo de manifiesto depende en gran medida de la garantía de que nuestros medios de subsistencia no serán quebrantados como consecuencia de ese acto».
Una renta básica, esto es, un flujo de renta equivalente, por lo menos, al
umbral de la pobreza y garantizado universal e incondicionalmente, unida a paquetes de prestaciones en especie entendidas también como dispositivos de naturaleza universal e incondicional, al consolidar formas de independencia socioeconómica para todos, puede convertirse en el fundamento de los derechos civiles y políticos en el mundo contemporáneo (Krãtke, 2004). El principio de autodeterminación colectiva, que descansa en la convicción de que una sociedad civil efectiva, compuesta por conjuntos de actores diversos pero recíprocamente libres, es posible, requiere que todos los miembros de ese colectivo gocen de un estatus similar como ciudadanos socioeconómicamente independientes, que no atomizados. He aquí, pues, el principio de ciudadanía económica que la renta básica puede ayudar a fortalecer.
Terminemos: ¿para qué decíamos  que queremos  poder  de negociación? Poder aguantar la mirada, ser capaces de negociar, de afirmar noes para pronunciar síes, equivale a hacer emerger toda una miríada de formas de trabajo y de vida que hoy quedan ahogadas en el barrizal de la desposesión generalizada. El derecho a no trabajar remuneradamente no conduce a la apatía, sino que está íntimamente ligado al derecho de todos y todas a trabajar, remuneradamente o no, pues abre las puertas a repartos corresponsables y corresponsabilizadores de los trabajos existentes —en la esfera productiva, en el ámbito doméstico y en el de la participación sociopolítica— y a la inclusión social de todos aquellos que ahora no trabajan, remuneradamente o no, y que lo quisieran hacer.

CONCLUSIONES: CUANDO LA RENTA DEVIENE EN MEDIOS DE (RE)PRODUCCIÓN
La renta básica no es «solo» renta. La renta básica puede convertirse en
una auténtica palanca para transformar dinero en medios de producción y de reproducción de la vida. Dada su incondicionalidad, y gracias al poder de negociación que de esta se deriva, la renta básica es un tipo especial de renta que se muestra convertible o traducible en términos de otros recursos, de esenciales
controlar la
(re)producción.
recursos para
Fundamentalmente, tres.
En primer lugar, la renta básica es, también, tiempo para concebir y
poner en movimiento, individual y/o colectivamente, esas vidas «propias» que Harrington (1992) asociaba a la condición de los hombres libres. En efecto, la posibilidad de tirar adelante los planes de vida propios depende de un modo crucial de la disponibilidad de tiempo o, lo que es lo mismo, de la
«capacidad de espera» para pensar, persuadir, negociar y, finalmente, obtener aquellos recursos (in)materiales que nos son precisos.
En segundo lugar, la renta  básica puede asociarse también a la
propensión al riesgo que cualquier persona o grupo de personas con voluntad de emprender un proyecto propio ha de saber alimentar. La correlación positiva entre la capacidad de explorar opciones alternativas, si hace falta asumiendo ciertos niveles de riesgo e incertidumbre, y el tipo de
libertad que emana de un poder de negociación robusto es algo que no puede pasar desapercibido.
En tercer y último lugar, el derecho a la renta básica equivale al derecho al crédito, en el doble sentido de derecho al acceso a unos recursos financieros imprescindibles para hacernos con medios de (re)producción, por un lado, y, por el otro, en el de «derecho a la confianza social», al
«crédito social», a una  «confianza» que la comunidad  decide depositar en sus miembros: ciertamente, un flujo constante de recursos monetarios debe ser entendido también como el derecho a segundas, terceras y subsiguientes oportunidades —no siempre se acierta a la primera, lo que puede exigir ciertas dosis de ensayo y error—[25] para lanzar y sostener a lo largo del tiempo proyectos (re)productivos  que  (re)hagamos y sintamos  como nuestros y que nos aporten sentido. La posibilidad de ir dando forma a un entorno socioeconómico verdaderamente democrático e inclusivo depende de ello.
Como recuerdan con insistencia Mazzucato (2017) y Varoufakis (2016), gran parte de la riqueza disponible se crea socialmente, sea a través de
inversión pública directa o de la sedimentación de recursos (in)materiales de herencia común, y tiende a ser apropiada  privada  y excluyentemente por parte de un puñado de actores que detentan la capacidad de hacerlo. No tiene

sentido, pues, que el conjunto de la ciudadanía no arbitre mecanismos fiscales y financieros para la reapropiación colectiva de esos activos y para su puesta a disposición, bajo la forma de una renta básica, de todos y cada uno de los moradores de nuestras sociedades. El poder de negociación que este flujo incondicional de recursos monetarios al que llamamos renta básica conferiría,[zz] permitiría que individuos y grupos ensayaran otros tipos de trabajo(s), otros modos de arraigar y poner  en circulación espacios productivos y reproductivos, otras  relaciones y entornos  sociales en el seno de un mundo hecho verdaderamente en común.
